ACCION DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA 

                                                       RADICACIÓN: 66001 22 04 003 2016 00065  00

 ACCIONANTE: JORGE HERNÁN OSORIO MUÑOZ
ACCIONADOS: MIN.DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO Y OTROS
ASUNTO: IMPROCEDENTE  


BONO PENSIONAL/ Imposibilidad de ordenar su expedición a través de tutela cuando existe controversia legal y no se acredita situación de vulnerabilidad 

“(…) de acuerdo con los hechos que motivaron la presente acción de tutela, el señor Jorge Hernán Osorio Muñoz cuenta en la actualidad con 57 años de edad, según copia de su cédula de ciudadanía, quien según las pruebas aportadas con la demanda no permiten inferir que la falta de reconocimiento del bono pensional estuviera vulnerando alguno de sus derechos fundamentales, ni demostró durante el transcurso del trámite de la acción que exista una actual vulneración del derecho a la seguridad social que pueda afectar por conexidad el derecho al mínimo vital. Máxime que por parte la compañía GLAXOSMITH KLINE OLOMBIA S.A. ya se expidió una certificación con respecto a lo devengado por el actor en junio de 1992 con la información que tenía del entonces INSTITUTO FARMACOLÓGICO COLOMBIANO LTDA. ITALMEX (folio 19), pero COLFONDOS indicó que dicha constancia no cumplía con el instructivo No.4 del 30 de diciembre de 2002,  lo que no hace posible el  proceso de reconstrucción de su historia laboral. Por tal razón, para esta Sala al no haber certeza del salario devengado y aportado el 30 de junio de 1992 del señor Osorio Muñoz, la controversia se torna legal lo que escapa del ámbito propio de la acción de tutela (…)” 

TUTELA PARA OBTENER PRESTACIONES LABORALES/ Improcedencia cuando no se prueba la calidad de sujeto de especial protección, la lesión al mínimo vital, un perjuicio irremediable y la ineficacia del mecanismo ordinario para resolver la controversia  
“(…) en este caso en concreto: i) el accionante como ya quedó establecido, tiene 57 años de edad, no tiene condiciones que lo hagan sujeto de especial protección por parte del Estado como para que merezca un trato preferente; ii) no demostró afectación a su mínimo vital por la falta de la pensión de vejez; ii) no aportó copia de su solicitud “con todos los documentos y formatos debidamente diligenciados” de pensión de vejez ante COLFONDOS, según respuesta de esa entidad (folio 79) y iv) el apoderado del accionante no acreditó siquiera sumariamente, las razones por las cuales el medio judicial ordinario, es decir la vía laboral es ineficaz para lograr la pensión de vejez y por ende la protección inmediata de los derechos fundamentales presuntamente afectados por las entidades demandadas. En este último caso, al existir un mecanismo judicial idóneo para ventilar la controversia planteada, tampoco procede la tutela transitoriamente por no evidenciarse un perjuicio irremediable (…)”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-465 de 2007, SU-060 de 2010, T-563 de 2011 y T-343 de 2014 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, seis (6) de abril de dos mil dieciséis (2016)

Aprobado por Acta No.289
Hora: 4:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver en primera instancia la acción de tutela presentada por el abogado Arturo Duque Gaviria, apoderado judicial del señor Jorge Hernán Osorio Muñoz en  contra del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Colfondos Pensiones y Cesantías y la empresa Glaxosmith Kline Colombia S. A.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1. Señaló el apoderado del accionante que instaura la presente demanda de tutela en contra de Colfondos Pensiones y Cesantías, Ministerio de Hacienda y Crédito Público y Glaxosmith Kline Colombia S.A., en cabeza de sus respectivos representantes legales, el primero por no pensionar al señor Jorge Hernán Osorio Muñoz, el segundo por no emitir el bono pensional y el tercero por no informar en los términos legales correspondientes, sobre una solicitud de salarios del trabajador a junio 30 de 1992 de manera completa y atendiendo la normatividad vigente.  Lo anterior, con fundamento en los siguientes hechos:

· El señor JORGE HERNÁN OSORIO MUÑOZ nació el 21 de noviembre de 1958, cotizó para su  pensión a COLFONDOS PENSIONES Y CESANTIAS, entidad ante la cual solicitó el 28 de octubre de 2014 su pensión de vejez y en esa misma fecha, COLFONDOS le envió una comunicación donde le citaba el artículo 64 de la ley 100 de 1993 y le informó que a la fecha disponía de $91.348.600 por cotizaciones obligatorias y de un bono pensional liquidado provisionalmente por valor de $375.635.453, para un valor total disponible para una pensión anticipada de $466.984.053.
· Por lo anterior, el señor Osorio Muñoz el 30 de octubre de 2014 presentó a COLFONDOS PENSIONES Y CESANTIAS todos los documentos y formatos debidamente diligenciados que le habían pedido, para tramitar su pensión de vejez, pero fueron devueltos informándole que hasta tanto no estuviera emitido el bono pensional no se los podían recibir. 

· El 14 de noviembre de 2014 COLFONDOS  envió al accionante la  comunicación SER-6089-10-14 mediante la cual le manifestaron que  no había sido posible solicitar el bono pensional a la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda, argumentando que su empleador el INSTITUTO FARMACOLÓGICO COLOMBIANO ITALMEX S. A., no había remitido a COLFONDOS los soportes válidos para una supuesta corrección de su salario al 30 de junio de 1992.  Al respecto, el señor Osorio Muñoz informó a COLFONDOS que el INSTITUTO FARMACOLÓGICO COLOMBIANO ITALMEX S. A., había desaparecido de la vida comercial desde 1999, siendo aparentemente absorbido de alguna manera comercial por GLAXOSMITH KLINE COLOMBIA S. A.
· El 27 de agosto de 2038 (sic) COLFONDOS envió un oficio a ITALMEX donde le pedía certificara el salario del actor al 30 de junio de 1992. 

· GLAXOSMITH KLINE COLOMBIA S. A. el 26 de agosto de 2015, a nombre de ITALMEX, entidad desaparecida desde 1999, envió comunicación  a COLFONDOS y al MINISTERIO DE HACIENDA,  a pesar de que según normatividad vigente no era su obligación legal, en la que  certificó los salarios del trabajador Osorio Muñoz al 30 de junio de 1992, y citó el artículo 60 del Código de Comercio y los artículos 50, 56 y 59 del decreto 1748 de 1995, normas que hablan del tiempo que la empresa está obligada a guardar documentos y archivos y que desdicen de su obligación legal de certificar tal salario. 

· El 24 de septiembre de 2015 el actor imprimió el resumen de semanas cotizadas por empleador al antiguo Seguro Social hoy COLPENSIONES, actualizado al 24 de septiembre de 2015.  Por su parte, COLFONDOS imprimió para el trabajador formato de actualización y capitalización de cupón, referente al bono pensional del trabajador donde aparece  como fecha de redención el 11/03/2016, el valor del bono es de $403.395.000.
2.2. Por lo anterior, el abogado del señor Osorio Muñoz manifestó que teniendo en cuenta la situación de su mandante relatada en los hechos, la cual consiste en que tiene derecho a que se cumpla inmediatamente con el artículo 64 de la ley 100 de 1993, solicitó:   i) ordenar dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la sentencia de tutela, a GLAXOSMITH KLINE COLOMBIA S. A., si es del caso, y si es su obligación legal, a informar por escrito, tanto al Ministerio de Hacienda, Oficina de Bonos Pensiónales (OBP), como a COLFONDOS, una certificación laboral del trabajador- demandante, señor JORGE HERNÁN OSORIO MUÑOZ, siguiendo las directrices dadas por la Oficina de Bonos Pensionales OBP, donde diga en forma completa  con día, mes y año: al 30 de junio de 1992 cuál era el salario del trabajador y la base con que se cotizaba al Seguro Social, atendiendo el instructivo No.04 del 30 de diciembre de 2002 de la OBP, instructivo que está a disposición del público en la respectiva página de internet de la OBP del Ministerio de Hacienda según dice COLFONDOS, ii)   ordenar dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la sentencia de tutela, a la OPB del MINISTERIO DE HACIENDA  que cumplan con la obligación legal de emitir el bono pensional al que tiene derecho el trabajador por haber cotizado al Seguro Social 754,57 semanas; además  que para liquidar tal bono pensional existen pruebas suficientes de su salario sobre el cual cotizaba, especialmente con los formatos de COLPENSIONES y deberá ceñirse al artículo 117 de la ley 100 de 1993, toda vez que existe prueba que el trabajador cotizaba al 30 de junio de 1992 y el valor de dicha base de cotización, tanto en el informe de GLAXOSMITH KLINE COLOMBIA S.A., como en el resumen de semanas de COLPENSIONES que se aporta  para lo cual y en caso de duda, se deberá aplicar el principio de la favorabilidad y se escogerá el dato y valor que más convenga a los intereses del trabajador, iii)     ordenar dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la sentencia de tutela, a COLFONDOS a pensionar al trabajador, desde el 30 de octubre de 2014, teniendo en cuenta que fue desde esa fecha que solicitó su pensión y además disponía a esa fecha de $91.348.600 por cotizaciones obligatorias y de un bono pensional liquidado provisionalmente por valor de $375.635.453, para un valor total disponible para una pensión anticipada $466.984.053, valor que sirve para pensionar al trabajador con mucho más que el 110% del salario mínimo de 2014, iii) ordenar dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la sentencia de tutela, a COLFONDOS a pensionar al trabajador, desde el 30 de octubre de 2014, teniendo en cuenta que fue desde esa fecha que solicitó su pensión y además disponía a esa fech de $91.348.600 por cotizaciones obligatorias y de un bono pensional liquidado provisionalmente por valor de $375.635.453, para un valor total disponible para una pensión anticipada $466.984.053, valor que sirve para pensionar al trabajador con mucho más que el 110% del salario mínimo de 2014 y iv)  ordenar dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de la sentencia de tutela a COLPENSIONES que pague al trabajador los intereses de mora a la tasa máxima legal permitida o en su defecto una indexación, por las mesadas no pagadas oportunamente desde el 30 de octubre, hasta la fecha en que cumpla con la obligación legal de pensionar al trabajador, v)    compulsar copias a las entidades de control correspondientes para lo de su competencia.
2.3.  Señaló el abogado del actor que por ser su mandante una persona de edad avanzada, sin trabajo y sin posibilidad de conseguirlo, sin poder cotizar para su pensión y que para pagar lo relativo a la seguridad social en salud debe estar pidiendo prestado de sus amigos, se han desconocido los siguientes derechos: de petición, igualdad, mínimo vital y  móvil, derecho a la pensión de vejez según el artículo 64 de la ley 100 de 1993, vida digna y derecho a la emisión del bono pensional.
2.4. El apoderado judicial del accionante hizo referencia a lo dispuesto en los artículos 64 y 117 de la ley 100 de 1993 sobre el valor de los bonos pensionales, la ley 962 de 2005 sobre la conservación de documentos de comercio o libros de contabilidad por más de 10 años y el artículo 28 del código del comercio.  Así mismo, extrajo apartes de la Sentencia T-147-06 que hace alusión a la procedencia de la tutela por demora en la emisión del bono pensional en los casos en los que la dilación perjudica derechos fundamentales de quien ha alcanzado los requisitos establecidos por la ley para solicitar la pensión y sin embargo no se le concreta el reconocimiento efectivo del mencionado derecho. 

2.5. Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) poder debidamente diligenciado (en original), ii) a cédula de ciudadanía del actor; iii) oficio ref.: 620165494 que COLFONDOS envió al actor el 28 de octubre de 2014 donde cita el artículo 64 de la ley 100 de 1993 y  le informó que a la fecha disponía de $91.348.600 por cotizaciones obligatorias y de un bono pensional liquidado provisionalmente por valor de $375.635.453, para un valor total disponible para una pensión anticipada de $466.984.053; iv) oficio del 14 de noviembre de 2014 que COLFONDOS envió al señor Osorio Muñoz,  ref.: SER-6089-10-14, donde se le indica que no había sido posible solicitar el bono pensional a la OBP del Ministerio de Hacienda, argumentando que su empleador al 30 de junio de 1992, el INSTITUTO FARMACOLÓGICO COLOMBIANO ITALMEX S. A., no había remitido a COLOFONDOS los soportes válidos para corrección de su salario al 30 de junio de 1992; v) oficio del 27 de agosto de 2038 (sic) de COLFONDOS a ITALMEX solicitando que le certificara el salario del accionante al 30 de junio de 1992; vi) comunicación dirigida a COLFONDOS y al Ministerio de Hacienda por  GLAXOSMITH KLINE , el 26 de agosto de 2015, a nombre de ITALMEX, mediante la cual  certificó salarios del trabajador Osorio Muñoz al 30 de junio de 1992; vii) copia de resumen de semanas cotizadas actualizado al 24 de septiembre de 2105; viii) formato de actualización y capitalización de cupón, referente al bono pensional del trabajador donde aparece como fecha de redención el 11/03/2016 y  valor del bono de $403.395.000; ix) registro civil de nacimiento del actor, entregado a COLFONDOS; x) registro civil de matrimonio del actor, entregado a COLFONDOS; xi) registro civil de nacimiento de la esposa del actor, señora Luisa Marina Laverde y xii) Registro Único Empresarial y Social de ITALMEX, donde aparece que canceló su registro el 6 de julio de 1999 en Bogotá.  (Folios 10-28)
2.6.   Mediante auto del 17 de marzo de 2016 se avocó el conocimiento de la presente acción de tutela, se corrió traslado de la misma a las entidades demandadas y se ordenó vincular a COLPENSIONES. (Folio 31)
3.  SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. MINISTERIO DE HACIENDA - OFICINA DE BONOS PENSIONALES 
· El Jefe de la  Oficina de Bonos Pensiónales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público informó que esa oficina nunca ha recibido un solo derecho de petición del señor JORGE HERNAN OSORIO MUÑOZ, ni la AFP COLFONDOS ha solicitado la emisión de su bono pensional.
· Señaló que el bono pensional del señor OSORIO MUÑOZ se encuentra en estado de LIQUIDACIÓN PROVISIONAL, lo que no constituye una situación jurídica concreta, el cual está siendo liquidado con un salario base de $665.070.oo que corresponde al “SALARIO REPORTADO” al ISS por el empleador INSTITUTO FARMACOLOGICO COLOMBIANO LTDA (Hoy GLAXOSMITH KUNE COLOMBIA S.A.), como "DEVENGADO" por el señor OSORIO MUÑOZ a fecha 30 de Junio de 1992.   Por lo tanto,  la información contenida en el archivo laboral masivo del ISS (Hoy COLPENSIONES) constituye la prueba “principal” válida del salario devengado y  reportado al ISS a la fecha base, 30 de Junio de 1992 por parte del empleador INSTITUTO FARMACOLOGICO COLOMBIANO LTDA (Hoy GLAXOSMITH KLINE COLOMBIA SA).

Informó que para que la OBP pueda pagar el Bono Pensional del señor JORGE HERNAN OSORIO MUÑOZ calculado con el salario “DEVENGADO y REPORTADO a junio 30 de 1992”, se requiere de lo siguiente:
·   Que la AFP COLFONDOS aporte previamente las pruebas de salario base que exige el Decreto 3366 del 6 de septiembre de 2007, adoptadas de manera conjunta por los Ministerio de Hacienda y Crédito Público y de la Protección Social mediante la Circular No. 13 de 2007, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 3o del Decreto 13 de 2001.

·   Que el ISS, hoy COLPENSIONES expida una certificación que se constituye en “prueba principal” donde diga que tiene constancia del salario devengado y reportado a junio 30 de 1992; si el ISS manifiesta que no tiene en su poder esa constancia del salario devengado y reportado a esa fecha, da vía a la “prueba subsidiaria”.

·   Que la empresa INSTITUTO FARMACOLOGICO COLOMBIANO LTDA (Hoy GLAXOSMITH KLINE COLOMBIA SA), expida la certificación de salario “DEVENGADO Y REPORTADO a Junio 30 de 1992” del señor JORGE HERNAN OSORIO MUÑOZ, en el FORMATO 1A que aparece en la página Web del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

·   Que la AFP COLFONDOS verifique y confirme que las certificaciones de los empleadores, en este caso GLAXOSMITH KLINE COLOMBIA SA, se ajustan a lo señalado en el concepto emitido por el Consejo de Estado y formalizado en el Formato 1A que fundamenta el Artículo 28 Decreto 1748 de 1995, el Decreto 13 de 2001 y la circular conjunta No. 13 de 2007.

Por lo anterior, consideró que si se aceptan las pretensiones del accionante sin considerar las necesarias pruebas del salario devengado y reportado a junio 30 de 1992, de acuerdo con lo ordenado por los Artículos 19,72 y 76 del Decreto 3063 de 1989 citados, se estaría sentando un precedente gravísimo en materia de bonos pensiónales, pues se estaría obligando a la Oficina de Bonos Pensiónales del Ministerio de Hacienda a liquidar, emitir y redimir los bonos pensiónales con base en una certificación que no cumple con los requisitos establecidos para este fin por la normatividad que rige la materia de bonos pensiónales.

Además, en caso de que la empresa GLAXOSMITH KLINE COLOMBIA S.A., no haya cumplido lo señalado en el Decreto 3063 de 1989, hoy dicha empresa es la responsable de pagar, sí ello resulta procedente, el bono complementario, tal y como se desprende de lo señalado en el artículo 72 de dicho Decreto.

Por lo expuesto, solicitó: i) integrar al proceso como litis consorcio necesario a la Gerencia Nacional de Historia Laboral de la COLPENSIONES; ii) se ordene a la Vicepresidencia de Pensiones de COLPENSIONES), o a la Gerencia de Historia Laboral de dicha entidad que certifique si tiene o no constancia del salario devengado y reportado a junio 30 de 1992 por la empresa INSTITUTO FARMACOLOGICO COLOMBIANO LTDA (Hoy GLAXOSMITH KLINE COLOMBIA S.A.), correspondiente al señor OSORIO MUÑOZ; iii) se ordene a la GLAXOSMITH KLINE COLOMBIA S.A. que expida la certificación señalada en el Articulo 28 del Decreto 1748 de 1.995 en el formato (1A) que aparece en la página Web del Ministerio de Hacienda. 
Concluyó que la OBP del Ministerio de Hacienda y Crédito Público hasta la fecha ha cumplido con sus obligaciones y no ha violado derecho fundamental alguno del accionante; por lo tanto, solicitó desestimar las pretensiones del accionante en lo que a la Oficina de Bonos Pensiónales se refiere.  (Fls. 43-56)
Anexó copia de los siguientes documentos: de la liquidación  provisional da fecha 27 de Noviembre do 2015, historia laboral reportada por COLPENSIONES) a la OBP; impresión de la pantalla del sistema interactiva de la OBP en donde se evidencia el estado actual en que se encuentra el trámite del Bono Pensional del señor OSORIO MUÑOZ (Fls. 57-61)
3.2. COMPAÑÍA GLAXOSMITHKLINE COLOMBIA S.A. 
Su apoderada especial indicó que se referirá a GLAXOSMITHKLINE COLOMBIA S.A. como la Compañía.  

Señaló que no le constan los hechos del 1 al 7  y  del 10 y 11  por cuanto no se trata de acciones u omisiones de la Compañía por lo que no es posible pronunciarse sobre su veracidad.
A los hechos 8 y 9 manifestó que no son ciertos como se plasman en la acción de tutela, toda vez que en los archivos de la Compañía no se ha creado registro ni del empleado, ni de sus devengos como trabajador de la empresa Instituto Farmacológico Colombiano S.A. – ITALMEX, toda vez que en 1992 la Compañía no existía.   Lo único que informó la Compañía (con base en los registros que la empresa ITALMEX tenía en 1992 respecto los aportes a nombre del trabajador), se hizo porque el accionante tenía salario variable y no existía reporte de ello al ISS conforme a la ley aplicable. Por lo tanto, se limitó a informar lo encontrado en archivos que se guardaron de otra empresa, que era anterior a la Compañía. De tal manera, que no puede afirmarse que la Compañía respondió por acciones u omisiones de empleados de otra empresa, que nunca han sido de la misma, y sobre todo, por hechos que acaecieron antes de su existencia, ya que fue establecida en 1996 como lo demuestra su certificado de existencia y representación legal.
En cuanto a las pretensiones, se opuso a las mismas y solicitó que se rechace en la medida en que implique la condena a la Compañía, toda vez que  no se han vulnerado los derechos fundamentales del accionante.

Manifestó que observa con extrañeza que se estén reclamando a COLPENSIONES intereses moratorios sobre mesadas pensiónales, cuando es claro que el Accionante no está afiliado a dicha administradora sino a Colfondos.

Informó que entre la Compañía y el accionante no existió una relación laboral, ya que el actor mantuvo una relación de trabajo con ITALMEX aproximadamente hasta el mes de diciembre de 1996. Con posterioridad a la terminación de la relación de trabajo con Italmex, el tutelante inició vinculación con una sociedad denominada Genéricos de Marca Genmar S.A., lo que puede apreciarse en la historia laboral emitida por Colpensiones y aportada con  el escrito de la demanda de tutela.

Informó que Italmex fue una sociedad que fue absorbida por la Compañía mediante la Escritura Pública No. 1356 del día 24 de junio de 1999 y que Italmex se disolvió sin liquidarse. Por lo tanto, el señor Osorio Muñoz no tenía contrato de trabajo vigente con Italmex ni con la Compañía para la fecha de la absorción sociedad.
Mediante comunicado del 27 de agosto de 2015 Colfondos solicitó a la Compañía certificar el valor del salario devengado y reportado por el Accionante a junio 30 de 1992 mediante Formato 1A y remitir copia de las planillas de pago novedad de salario con el sello de recibido de Colpensiones o entidad bancaria. Dada la inexistencia jurídica de Italmex, la Compañía procedió a certificar los soportes del salario devengado y cotizado por el accionante a 30 de junio de 1992 y a presentar los soportes que conservaba, conforme a las recomendaciones de Colfondos y de acuerdo a Instructivo No. 4 del 30 de diciembre de 2002 emitido por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público (el "Instructivo No. 4").  Colfondos emitió una nueva comunicación (cuyas fechas no son coincidentes) en la que señaló que la certificación emitida por la Compañía no se ceñía a lo dispuesto en el Instructivo antes aludido.

Indicó que de acuerdo con el artículo 69 del Decreto 3063 de 1989, los reportes de salario variable al Instituto de Seguros Sociales ISS debían hacerse trimestralmente. En el caso del accionante, en el primer trimestre de 1992 (que se presenta en abril) se reportó la suma de $711.057 y para el segundo trimestre de 1992 (que se presenta en julio) se reportó la suma de $478.107. Lo anterior como consta justamente en los formularios de reporte de novedades del ISS aportados a Colfondos junto con el formato 1A, los cuales gozan de plena validez y la información aportada es útil y suficiente para la emisión definitiva del bono pensional.
Consideró que Colfondos no logró comprender la certificación emitida y esta es la razón para aducir que no se cumplió con el requisito de señalar día, mes y año en la misma, esto es 30 de junio de 1992. Lo anterior, evidencia que Colfondos no tuvo en cuenta que el señor Osorio Muñoz tuvo un salario variable y por tanto en su caso no se hacían reportes mensuales de novedades al ISS, en la época de la fecha base para liquidar el bono pensional no existía un reporte mensual, como tal no existe un reporte de junio de 1992. Igualmente, indicó que en los términos del Instructivo No. 4 es responsabilidad de Colfondos verificar la información sobre el salario base de sus afiliados a junio 30 de 1992 y para ello, antes de solicitar la certificación al ex empleador, deberá indagar a Colpensiones (antes ISS) si conoce o no el salario reportado a esa fecha.
Señaló que brilla por su ausencia la existencia de la consulta previa por parte de Colfondos al ISS respecto del salario devengado y reportado a éste último a fecha 30 de junio de 1992.  El carácter eminentemente subsidiario de la certificación del empleador es también respaldada por el Consejo de Estado.

Debe tenerse en cuenta que el accionante ha aportado un consolidado de su historia laboral con Colpensiones (antes ISS) que permite evidenciar un salario base para el día 30 de junio de 1992. Por tal razón, considera que existen claros indicios que Colpensiones tiene la posibilidad de indicarle a la OBP el salario devengado y reportado por el tutelante al 30 de junio de 1992.
Por lo tanto, la Compañía cumplió con la petición reclamada por el accionante de certificar el valor del salario devengado y reportado por el Accionante a junio 30 de 1992 mediante Formato 1A así como remitir copia de las planillas de pago novedad de salario con el sello de recibido de Colpensiones o entidad bancaria, como el mismo Accionante lo señala en su acción de tutela y lo prueba con los documentos aportados, por lo tanto la petición por la cual el Accionante formuló la presente acción de tutela también contra la Compañía se trata de un hecho superado. En el caso hipotético que la Compañía no hubiera cumplido con la petición de Colfondos, ésta no sería procedente hasta tanto no se indague a Colpensiones si existe o no registro del valor del salario devengado y reportado por el Accionante a junio 30 de 1992.  Ahora bien, si llegare a existir una diferencia entre las bases certificadas por la Compañía y los registros de cualquiera de las entidades del Sistema de Seguridad social frente al salario devengado y cotizado al 30 de junio de 1992, dicha circunstancia deberá aclararse por parte de las entidades del sistema pues la información que reposa en la Compañía, teniendo especial relevancia que no fue propiamente la Compañía la que realizó el reporte en el año 1992, es la que se reseñó en el numeral 8 inmediatamente anterior.

En tal sentido,  existe una falta de legitimación en la causa por pasiva respecto de la Compañía por cuanto la misma no es la  llamada a emitir el bono pensional, ni tampoco a llevar a cabo las gestiones pertinentes para que esto ocurra. Existe una obligación legal de asistencia, apoyo y coordinación a cargo de Colfondos, respaldada igualmente y de manera expresa en el Instructivo No. 4, en lo que se refiere a gestión para la emisión del bono pensional a favor del Accionante. Colfondos no está cumpliendo con las obligaciones que tiene a su cargo en esta materia. La Compañía no debe responsabilizarse por la inadecuada valoración de la certificación y los reportes de novedades para la época del 30 de junio de 1992 hecha por Colfondos.

Por lo expuesto, consideró que la compañía ya presentó la información que tenía en su poder y, no existen registros de información distintos a los que ya fueron referidos y aportados a Colfondos.  En tal sentido, Colfondos y la OBP tienen una posición privilegiada que permite que sea más efectivo que se realice cualquier cruce de información que permita cumplir con los fines necesarios para emitir el bono pensional requerido.
Concluyó indicando que la Compañía obró  de manera legítima, amparada por la  buena fe y lealtad predicables de las relaciones de trabajo y el ámbito de la seguridad social, por lo que solicitó que se tengan como pruebas los documentos que fueron allegados por el propio actor con el fin de probar los argumentos de hecho y de derecho expuestos (Fls. 70-76)

3.3. COLFONDOS
El apoderado judicial se opuso a la prosperidad de la acción de tutela de la referencia, por considerar que la entidad no ha vulnerado derecho fundamental alguno de la accionante.
Informó que a la fecha y revisados los aplicativos de esa sociedad administradora, se evidencia que no existe solicitud de pensión vejez radicada por la accionante ante Colfondos ni los documentos que son requeridos para realizar el estudio de la prestación que le pudiere corresponder por evento vejez.  

Indicó que el señor JORGE HERNAN OSORIO MUÑOZ tiene derecho a un bono pensional de bono pensional Tipo A Modalidad 2, entidad emisora la Nación, entidad contribuyente Colpensiones, fecha de corte 1 de octubre de 1998, fecha de redención normal 21 de noviembre de 2020, Bono liquidado con 757 semanas.  
Señaló que a la fecha están en proceso de reconstrucción de la historia laboral, en cuanto al salario a junio 30 de 1992 ya que corresponde a máxima categoría. Así las cosas, el empleador Glaxosmithkline Colombia S.A., remitió la certificación en el formato 2 A por medio del cual informan un salario devengado y reportado a marzo de 1992 por valor de $711.057.  Sin embargo, dicha certificación no cumple estrictamente por lo indicado por la OBP en el instructivo número 4 del 30 de diciembre de 2002 sobre los soportes que deben mantener los fondos privados para la emisión, negociación y/o pago de bonos pensiónales, liquidados con un salario que supera la máxima categoría del ISS (51). Por lo anterior, en varias oportunidades se le ha informado al empleador la necesidad de corrección de dicha certificación, el último comunicado enviado fue en diciembre 1 de 2015 E30N-07181-12-15 por medio del cual se indica la inconsistencia presentada.  Sin embargo,  por medio de comunicado BON-2317-04-16 del 1 de abril de 2016 Colfondos envió a la OBP para la corrección del salario a junio 30 de 1992.
Mencionó que para poder definir las prestaciones que le asisten al señor JORGE HERNAN OSORIO MUÑOZ, es necesario que el afiliado radique la solicitud con los documentos para tal fin, con el objeto de realizar el estudio de pensión de vejez, y más teniendo en cuenta que la accionante aún no ha cumplido la edad para ello por lo que se tendría que verificar la solicitud desde el ámbito de una Reclamación de Pensión Anticipada de Vejez.
Por lo anterior, solicitó que no se condene a ese fondo al reconocimiento de alguna prestación en favor de la accionante, pues resulta extraño que la misma jamás ha radicado formalmente solicitud de pensión de vejez o devolución de saldos ante Colfondos S.A., así como tampoco ha radicado la documentación requerida por esta administradora en la lista de chequeo de pensión de vejez, la cual resulta necesaria para que esta AFP pueda determinar si procede el reconocimiento de dicha pensión o la devolución de saldos o si no le asiste el derecho.  Informó que la documentación solicitada a través del listado para reconocimiento de pensión de vejez, es la siguiente:
Formato de Solicitud de Pensión por Vejez. (COLF PO - 100)
Fotocopia de la cédula de ciudadanía del afiliado ampliada
Copia autentica Registro Civil Nacimiento o Partida del bautismo nacidos antes de junio 15 de 1938
Declaración extrajuicio del afiliado detallando beneficiarios
Historia de la OBP firmada
Certificación para emisión del bono
Estado de cuenta de otras AFP por las que ha pasado el afiliado

Igualmente, solicitó se declare la improcedencia de la acción de tutela, en razón a que Colfondos S.A. no ha vulnerado ningún derecho fundamental del accionante por lo que se debe abstener de condenar a ese fondo a cualquier pretensión. (Fls. 77-80)
Adjuntó copia de los oficios BON-07181-12-15del 1º de diciembre de 2015 enviado a GlaxoSmithKline y el BON-2317-04-16 del 1º de abril de 2016 enviado al Ministerio de Hacienda y Crédito Público OBP a través del cual remiten los soportes del salario de máxima categoría del señor Jorge Hernán Osorio Muñoz, tales como certificación formato 2ª expedido por el empleador Glaxosmithkline por medio del cual informa un salario devengado y reportado a marzo de 1992 de $711.057 y copia del comunicado expedido por COLPENSIONES del22 de enero de 2014 informando que revisados los archivos, no cuenta con las planillas de reporte de novedades  (Fls. 81 y 82) 
3.4. COLPENSIONES no se pronunció con respecto a la demanda de tutela.
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

4.2. Problema jurídico 

Corresponde a esta Sala determinar si las entidades demandadas y vinculadas vulneraron los derechos fundamentales invocados por la accionante, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

4.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
4.4. La Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

4.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

4.6. La seguridad social como derecho constitucional fundamental y su protección por medio de la acción de tutela (SU-060 de 2010):
 “4.- La seguridad social se erige en nuestro ordenamiento jurídico como un derecho constitucional a cuyo cumplimiento se compromete el Estado, según se sigue de la lectura del artículo 48 superior, el cual prescribe lo siguiente: “Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social”[2]. 

 La protección que le otorga el ordenamiento constitucional al derecho a la seguridad social se complementa y fortalece por lo dispuesto en el ámbito internacional pues son varios los instrumentos internacionales que reconocen el derecho de las personas a la seguridad social[3]. El artículo 16 de la Declaración Americana de los Derechos de la Persona afirma que: 

 “Artículo XVI. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de subsistencia”. 
De manera similar, el artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales prescribe:  

 “Artículo 9. Derecho a la Seguridad Social. 1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes. (…)”
4.7. CASO CONCRETO
4.7.1. De las pruebas que obran en la foliatura, la Sala observa que COLFONDOS no ha solicitado a nombre del señor Jorge Hernán Osorio Muñoz la emisión del bono pensional ante la OBP del Ministerio de Hacienda y Crédito Público por cuanto requiere  de una certificación del salario devengado por el accionante y reportado por el empleador en la fecha junio 30 de 1992 con el fin de hacer las liquidaciones pertinentes de dicho bono.  Por lo tanto, COLFONDOS ha enviado a la compañía GLAXOSMITHKLINE COLOMBIA S.A. los siguientes oficios en los que le solicitó la constancia laboral en los términos aludidos, así: i) el 27 de agosto de 2038 (sic) (folio 28) y el 1º de diciembre de 2015 (folio 81).

Al respecto, existe una certificación en la que se señala que el señor Osorio Muñoz como empleado del INSTITUTO FAMACOLÓGICO COLOMBIANO LTDA. ITALMEX  reportó al entonces ISS, devengó en el mes de junio de 1992 un sueldo de $370.000 e incentivos por valor de $2.704 (folio 19).  Sin embargo, COLFONDOS indicó que el certificado expedido por GLAXOSMITHKLINE COLOMBIA S.A. no cumple con los requerimientos de la OBP en aras de emitir el bono pensional al accionante.  
4.7.2. En el caso sub examine el apoderado judicial del señor Jorge Hernán Osorio Muñoz indicó que su mandante tiene derecho a que se cumpla con  lo dispuesto en el artículo 64 de la ley 100 de 1993 y por lo tanto, la OBP debe emitir el bono pensional a su mandante. 
4.7.3 En relación con la procedibilidad de la acción de tutela cuando mediante ésta se busca la emisión de bonos pensionales, la Corte Constitucional ha reiterado en su jurisprudencia que cuando la dilación en la emisión del bono pensional impide el acceso a la pensión de jubilación procede excepcionalmente la acción de tutela para lograr la protección del derecho a la seguridad social por conexidad con el derecho al mínimo vital y el derecho a la dignidad humana.  En tal sentido, en la Sentencia T- dicha Corporación sostuvo que:

“(…) que en aquellos casos en los que la liquidación y remisión de bonos pensionales constituye fundamento para que se consolide y reconozca una pensión de jubilación, procede excepcionalmente la acción de tutela para proteger derechos como la vida, el del mínimo vital y la seguridad social de quien cumpliendo con los requisitos de ley para obtenerla, queda sometido a una prolongada e indefinida espera con ocasión del trámite para la expedición del bono pensional
” 

En relación con lo anterior, debe recordarse que esta Corporación en numerosas oportunidades ha concedido la tutela por demora en la emisión del bono pensional en los casos en los que la dilación perjudica derechos fundamentales de quien ha alcanzado los requisitos establecidos por la ley para solicitar la pensión y sin embargo no se le concreta el reconocimiento efectivo del mencionado derecho.
 Así, la Corte ha sostenido que “(…) la tramitación del bono pensional, cuando es paso previo al reconocimiento de la pensión, debe ser pronta y las Entidades (Administradora, Emisora, Contribuyente) deben conjuntamente actuar, dentro de los principios de eficacia y celeridad”.

Finalmente, no sobra recordar que en armonía con los anteriores preceptos, este Corporación ha señalado de manera reiterada
 que la tutela no debe ser el mecanismo para obtener la expedición o pago del bono pensional cuando se la utiliza para pretermitir el trámite administrativo correspondiente o cuando se solicita la tutela del derecho de petición, sin que el accionante hubiera presentado una solicitud expresa a la entidad encargada de emitir el bono.”
Significa lo acabado de subrayar, que procede la acción de tutela para la emisión de bonos pensionales siempre y cuando el peticionario demuestre que la demora en la expedición del mismo vulnera sus derechos fundamentales. Sin embargo, de acuerdo con los hechos que motivaron la presente acción de tutela, el señor Jorge Hernán Osorio Muñoz cuenta en la actualidad con 57 años de edad, según copia de su cédula de ciudadanía
, quien según las pruebas aportadas con la demanda no permiten inferir que la falta de reconocimiento del bono pensional estuviera vulnerando alguno de sus derechos fundamentales, ni demostró durante el transcurso del trámite de la acción que exista una actual vulneración del derecho a la seguridad social que pueda afectar por conexidad el derecho al mínimo vital.  Máxime que por parte la compañía GLAXOSMITH KLINE OLOMBIA S.A. ya se expidió una certificación con respecto a lo devengado por el actor en junio de 1992 con la información que tenía del entonces INSTITUTO FARMACOLÓGICO COLOMBIANO LTDA. ITALMEX (folio 19), pero COLFONDOS indicó que dicha constancia no cumplía con el instructivo No.4 del 30 de diciembre de 2002,  lo que no hace posible el  proceso de reconstrucción de su historia laboral.  Por tal razón, para esta Sala al no haber certeza del salario devengado y aportado el 30 de junio de 1992 del señor Osorio Muñoz, la controversia se torna legal lo que escapa del ámbito propio de la acción de tutela.  Además, se debe tener en cuenta que tampoco se pudo evidenciar que el actor o su apoderado hayan elevado alguna solicitud ante COLPENSIONES tendiente a que certifique la información reportada por el empleador del señor Osorio Muñoz con respecto a la fecha antes mencionada con el fin de que sea le liquidado el bono pensional. 

4.7.4. Por lo tanto, no le corresponde a instancia determinar si las accionadas están o no obligadas a liquidar el título o bono pensional tal como lo indica el demandante; es decir, que al no haber seguridad de lo alegado por el mismo, el derecho que se pretende garantizar no es cierto, sino discutible y litigioso, razón por la que la acción judicial más idónea y eficaz para su protección no es la tutela, sino la ordinaria laboral, en desarrollo de la cual, se reitera, la accionante puede solicitar la práctica de las pruebas que se echan de menos y las demás que juzguen necesarias para la plena demostración de sus pretensiones.
4.7.5. En lo que respecta a que se ordene a COLFONDOS que conceda la pensión de vejez al señor Osorio Muñoz, según solicitud del 30 de octubre de 2014, sea pertinente indicar que, la Corte Constitucional ha señalado que excepcionalmente procede la acción de tutela para obtener el reconocimiento de la pensión de vejez, siempre y cuando los mecanismos ordinarios no resulten idóneos ni eficaces para lograr la protección de los derechos fundamentales sobre los que se reclama el amparo. En relación a este asunto, la Sentencia T-343 de 2014 dicho Tribunal consideró lo siguiente:

“A través del reconocimiento de la pensión de vejez se garantiza el derecho a la seguridad social y cuando es negada los afiliados disponen de herramientas de defensa judicial en la jurisdicción ordinaria laboral o en la de lo contencioso administrativo, según sea el caso, para pedir que se reconozca dicha prestación. 

Sin embargo, de manera excepcional se puede reclamar el reconocimiento de la pensión de vejez mediante acción de tutela, 

En relación con el carácter subsidiario de la acción de tutela para reclamar el reconocimiento de un derecho prestacional, la Corte Constitucional ha establecido que el juez constitucional deberá verificar los siguientes requisitos: 

“a. Que se trate de sujetos de especial de protección constitucional.

b. Que la falta de pago de la prestación o su disminución, genere un alto grado de afectación de los derechos fundamentales, en particular del derecho al mínimo vital,

c. Que el accionante haya desplegado cierta actividad administrativa y judicial con el objetivo de que le sea reconocida la prestación 
reclamada.


d. Que se acredite siquiera sumariamente, las razones por las cuales el medio judicial ordinario es ineficaz para lograr la protección inmediata de los derechos fundamentales presuntamente afectados”.

La Corte Constitucional ha señalado que “la condición de sujeto de especial protección constitucional refuerza la necesidad de conceder la protección invocada de manera definitiva y de ordenar las medidas requeridas para la efectividad del derecho”. Es por ello, que respecto de quienes se encuentran en situación de debilidad manifiesta, en razón de su edad, estado de salud, las madres cabeza de familia, entre otras circunstancias, es posible “presumir que los medios ordinarios de defensa judicial no son idóneos ” para reclamar el reconocimiento de una prestación pensional.” 

De conformidad con la anterior jurisprudencia, en este caso en concreto: i) el accionante como ya quedó establecido, tiene 57 años de edad, no tiene condiciones que lo hagan sujeto de especial protección por parte del Estado como para que merezca un trato preferente; ii) no demostró afectación a su mínimo vital por la falta de la pensión de vejez; ii) no aportó copia de su solicitud “con todos los documentos y formatos debidamente diligenciados” de pensión de vejez ante COLFONDOS, según respuesta de esa entidad (folio 79) y iv) el apoderado del accionante no acreditó siquiera sumariamente, las razones por las cuales el medio judicial ordinario, es decir la vía laboral es ineficaz para lograr la pensión de vejez y por ende la protección inmediata de los derechos fundamentales presuntamente afectados por las entidades demandadas.  En este último caso, al existir un mecanismo judicial idóneo para ventilar la controversia planteada, tampoco procede la tutela transitoriamente por no evidenciarse un perjuicio irremediable, tal como lo ha dicho la Corte Constitucional, de la siguiente manera
:

 “En primera instancia, la acción de tutela procederá en el evento en que el medio judicial previsto para este tipo de controversias no resulte idóneo y eficaz en el caso concreto, procede como mecanismo principal de amparo de los derechos fundamentales. Con el fin de determinar y valorar esta situación, la Corte, en oportunidades anteriores, ha tenido en consideración varios factores. 

 Entonces, la tutela es procedente de manera excepcional para el reconocimiento de prestaciones laborales (i) cuando no existe otro medio de defensa judicial, o de existir, éste no es apto para salvaguardar  los derechos en juego, caso en el cual la tutela aparece como medio principal; o (ii) cuando se vislumbra la incidencia de un perjuicio grave, inminente, cierto y que requiera la aprobación de medidas urgentes, caso en el que la tutela se presenta como mecanismo transitorio de protección judicial.”
4.7.6.  Frente a la pretensión del apoderado del actor en el sentido de que se ordenara a  COLPENSIONES que pague al trabajador los intereses de mora a la tasa máxima legal permitida o en su defecto una indexación, por las mesadas no pagadas oportunamente desde el 30 de octubre de 2014  hasta la fecha en que cumpla con la obligación legal de pensionar al trabajador, la Sala reitera que de los elementos materiales probatorios aportados por la parte actora, no se encuentra evidencias que permitan demostrar que COLPENSIONES tiene pendiente de resolver alguna petición al señor Osorio Muñoz relacionada con los intereses de mora aludidos o con respecto a algún asunto relacionado con en el presente trámite. Además, se debe advertir que la acción de tutela tampoco es procedente para el pago de acreencias prestacionales.  Así las cosas, esta Colegiatura concluye que el abogado del señor Osorio Muñoz acudió directamente a la acción de tutela sin haber agotado los mecanismos legales para hacer valer los derechos fundamentales que alega están siendo vulnerados a su defendido, de quien no se pudo establecer la afectación a alguna de sus prerrogativas constitucionales.
4.7.7. Teniendo en cuenta el precedente jurisprudencial de la Corte Constitucional, esta Sala ha señalado que la acción de tutela no procede para el reconocimiento de derechos pensionales atendiendo principalmente a su  carácter residual y subsidiario que consagra el artículo 86 de la C.N,  sobre todo en un asunto como el presente, de  índole estrictamente laboral, al juez de tutela le tocaría hacer un análisis profundo sobre la legalidad de la actuación de las entidades accionadas han afectado los derechos fundamentales del señor Osorio Muñoz por no concederle la pensión de vejez, siendo ese un juicio para el que tendrá una mejor capacidad de comprensión el juez laboral ordinario, lo que hace improcedente la acción de tutela, tal como lo ha indicado la Corte Constitucional en la Sentencia T-114 de 2000 cuando señaló que: 

“… para que proceda la acción de tutela cuando se alega violación de un derecho fundamental es preciso que esa situación se presente de bulto ante el juez, que sea protuberante. Por lo tanto, no procederá la acción cuando el juez tenga que adentrarse en disquisiciones y pruebas detalladas tendentes a establecer si un hecho constituye una vulneración de un derecho fundamental”.    (Subrayas propias)

De tal manera, que la accionante tiene a su disposición los mecanismos judiciales para solicitar la protección de los derechos fundamentales que considera vulnerados, haciendo improcedente la acción de tutela, de conformidad en lo dispuesto en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991.
4.7.8. Aunado a lo acabado de analizar, la tutela no procede ni siquiera como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable pues no se advierte que la negación del traslado de régimen pensional vulnere el mínimo vital de la actor, quien no acreditó con elementos materiales condiciones de inminencia, urgencia y necesidad que lograran la intervención del juez de tutela.  En este contexto, la Corte Constitucional ha considerado que para determinar la irremediabilidad del perjuicio debe tenerse en cuenta la presencia concurrente de varios elementos que configuran su estructura como son: “(i) la inminencia del daño, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente, entendiendo por amenaza no la simple posibilidad de lesión, sino la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de forma injustificada; (ii) la gravedad, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) la urgencia, que exige por supuesto la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; y (iv) la impostergabilidad de la tutela, es decir, acreditar la necesidad de recurrir al amparo como mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos fundamentales”
.

Por lo analizado, la Sala declara improcedente la acción de tutela interpuesta por el abogado Duque Gaviria, apoderado judicial del señor Hernán Osorio Muñoz.
DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Constitución y la Ley,  
FALLA

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por el apoderado judicial del señor JORGE HERNÁN OSORIO MUÑOZ en contra del Ministerio de Hacienda y Crédito Público – OBP, Colfondos y la Cía. GlaxoSmithKline S.A. 

SEGUNDO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
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MANUEL YARZAGARAY BANDERA
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JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
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MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
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� Sobre este tema pueden estudiarse, entre otras, las Sentencias T-1565 de 2000 (M.P. Alfredo Beltrán Sierra), T-136 de 2001 (M.P. Carlos Gaviria Díaz) y T-235 de 2002 (M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra).


� En la Sentencia T-1130 de 2004, la Corte analizó el caso de una accionante que había solicitado su pensión de vejez desde 1998 y que a la  fecha de presentación de la acción de tutela (julio 7 de 2004) no había sido reconocida por no haber sido emitido el bono pensional correspondiente estando vencidos los términos para el reconocimiento de la pensión, habiendo sido dilatado el mismo por 4 años. En éste caso la Corte ordenó expedir el bono y proceder al reconocimiento de la pensión de vejez solicitada por la accionante. M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto. 


� Sentencia T-1130 de 2004. M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto.


� Sentencias T-671 de 2000 M.P. Alejandro Martínez; T-1103 de 2001 M.P. Rodrigo Escobar Gil; T-1119 de 2001 M.P. Jaime Córdoba Triviño y, T-1124 de 2001 M.P. Alfredo Beltrán Sierra). Citas del fallo T-589 de 2004; y Sentencia T-596 de 2005. M.P. Alfredo Beltrán Sierra.


� Fecha de  nacimiento 21 de noviembre de 1958, ver folio 11


� Ver Sentencia T-563 de 2011


�  Sentencia T-465 de 2007
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